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PRESIDE: Señor Representante José Luis Blasina. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Daniel Bianchi, Pablo Abdala y Esteban Pérez. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Luis Batalla Dufrechou. 


INVITADOS: — Por el Directorio de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, 
doctores Ronald Herbert, Presidente y Jorge Suárez, Secretario. 


SEÑOR PRESIDENTE (Blasina).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a una delegación del Directorio de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios integrada por los doctores Ronald Herbert, Presidente, y Jorge Suárez, 
Secretario. 


SEÑOR HERBERT.- La razón de nuestra visita es apoyar el trámite para lograr la aprobación de un 
proyecto que ya tiene media sanción, que refiere a los morosos de la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
de Profesionales Universitarios. 


Este proyecto no se distingue demasiado de lo que ya se ha aprobado con respecto al Banco de Previsión 
Social, pero para nosotros tiene cierta importancia que vamos a explicar. Estimamos que en la Caja de 
Profesionales Universitarios existen entre 5% y 7% de morosos definitivos. Cuando digo morosos definitivos 
me refiero a personas que deben una enorme cantidad de dinero, que no tienen posibilidad de acceder a 
ningún beneficio jubilatorio y además han salido del circuito. Nosotros no sabemos si esas personas ejercen 
sus respectivas profesiones; probablemente sí lo hagan, pero la Caja no tiene un sistema de control tan 
sofisticado que le permita saberlo. Esto trae como consecuencia un alejamiento definitivo y la imposibilidad 
de que la Caja mantenga un número de afiliados que debería ser lo más cercano al cien por ciento de quienes 


ejercen libremente la profesión, además de ello, existe una serie de cosas que quisiéramos revertir. ¿Cuál es la 
forma de revertir esta situación? 


Las deudas que tienen estas personas se han vuelto enormes debido a la aplicación del Código Tributario, que 
es aplicable a las contribuciones a la Caja. Ustedes saben que la carrera en la Caja de Profesionales es por 
trienio; o sea que hay primera, segunda, tercera y hasta décima categoría, y uno se jubila con la categoría en 
la que esté cuando reúna las condiciones para jubilarse. Las personas siguen la carrera y, a medida que 
aumenta la categoría, las contribuciones son mayores. La idea es que todos aquellos que estén atrasados 
puedan elegir -opción que no tenían antes- la categoría a partir de la cual comenzarán a hacer la carrera y a 
partir de la cual se liquidará esa deuda. 


Por ejemplo, una persona debe $ 3:000.000, está en la décima categoría, y no le sirve de nada a la Caja 
porque no va a pagar esa cantidad; entonces, puede optar y bajar a segunda categoría. Se establece segunda, 
porque el pasaje de la primera a la segunda es obligatorio, en cambio de la segunda a las demás categorías no 
es obligatorio, si bien hay que hacer una declaración previa, etcétera. Entonces se le liquida la totalidad de los 
años que debe de acuerdo a lo que hubiesen sido los aportes de la categoría más baja, o sea la segunda 
categoría. Quiere decir que en lugar de caerle con todo el Código Tributario, ese capital se actualiza por el 
Índice Medio de Salarios y se le cobra un interés muy mesurado, 4%, a efectos de facilitar la situación. 
Teóricamente, el resultado debería ser una suma que esté al alcance del afiliado 


Además, al profesional le conviene pagar por muchas razones, por ejemplo, porque volvería a ejercer 
públicamente la profesión. O sea que los contadores podrían firmar y los abogados asistirían a las audiencias. 
Inclusive, tienen la posibilidad de jubilarse por edad avanzada; podrían generar ese derecho si tienen la edad 
necesaria, porque para ello se necesita un mínimo de aportes. 


La Caja no pierde dinero porque ellos van a empezar por la categoría mínima y si se jubilan, lo harán según 
la categoría en la que se encuentren en el momento en que tengan la edad jubilatoria y demás requisitos que 
se necesitan. De manera que la Caja no les va a pagar a ellos como jubilados que han contribuido hasta la 
décima categoría; probablemente les pague como jubilados que han contribuido hasta la segunda, tercera o 
cuarta categoría. 


Por otra parte, la Caja, que tiene el deber constitucional de proteger el sistema de aportes, cree que cumple 
con estos requisitos de la ley al actualizar el capital y establecer un interés compensatorio. Es una forma de 
proteger, de no resignar lo que la Caja está obligada a controlar. Además, dentro del porcentaje de 
profesionales universitarios que deben tanto dinero seguramente habrá muchos que se encuentran en esa 
situación porque ya no están en el país o, inclusive, porque han muerto. A través de un convenio con la 
Intendencia, la Caja de Profesionales tenía un buen control de los profesionales que fallecían en Montevideo, 
pero hasta el año pasado, cuando se hizo un convenio con el BPS, no tenía el control de los profesionales que 
fallecían en el interior. Entonces, ¿qué sucede? Puede ocurrir que el profesional haya fallecido o se encuentre 
fuera del país y no haya avisado, o se haya dedicado a otra actividad y haya descuidado la profesión. Si con 
esta ley logramos reencauzar o "poner a rueda" a todos los profesionales que tengan interés, analizaríamos el 
resto de los profesionales -los servicios de la Caja dicen que es posible- que por alguna razón no se han 
reafiliado, para saber en qué condición están. Ahí se concentraría el trabajo y se averiguaría telefónicamente 
o a través de familiares si es que están en el exterior, y con eso se sanearía bastante el padrón de la Caja. 


Por varias razones, la ley tiene una gran importancia para nosotros. Fue estudiada exhaustivamente en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y el Ministerio de Economía y Finanzas no solo se tomó su tiempo, 
sino que puso a trabajar a una contadora durante un lapso bastante largo en la propia Caja. De manera que 
esto garantiza que se cumple con los requisitos de los cálculos actuariales o los posibles quebrantamientos de 
normas de la seguridad social como las que acabo de mencionar, en el sentido de que no se protegiese el 
sistema de aportes. 


La ley fue muy estudiada, al punto que lo único que le agregó el Senado fue un plazo a los profesionales para 
hacer la declaración. Este es un detalle menor, pero quiero explicar que no lo establecimos y en cambio 
propusimos que fuera por única vez. En este momento, la Caja está haciendo gestiones con la DGI y el BPS 
para hacer un control inteligente de las aportaciones y del ejercicio profesional. Al dar esta posibilidad se 
pueden agudizar enormemente esos controles, y realmente perseguir a los profesionales sin complejo de 
culpa. Aunque deban muchísimo, se les puede decir que hay una ley que les permite ponerse a rueda en 
determinadas condiciones. Con eso la Caja puede efectuar controles mucho más incisivos que hoy, a 


sabiendas de que no va a liquidar a ningún profesional. Está pensada en varios ángulos y creemos que es la 
mejor solución. Se ha puesto una fecha final por razones técnicas. 


SEÑOR SUÁREZ.- El señor Presidente de la Caja habló sobre los morosos, pero hay otros aspectos 
que también se consideraron. Tiempo atrás estuvimos hablando sobre leyes de este tipo, y estoy muy 
contento de que en este momento el proyecto cuente con media sanción. Debemos pensar que la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios tiene una relación muy importante entre 
activos y pasivos, en comparación con otras cajas paraestatales. También hay que pensar que tiene 
32.000 afiliados en declaración de ejercicio y 28.000 en declaración de no ejercicio. Este proyecto está 
dirigido no solamente a los morosos sino también a todos esos profesionales en declaración de no 
ejercicio, de quienes no existe la seguridad de que no estén ejerciendo. Al profesional que declaró el no 
ejercicio porque estaba en séptima categoría y no podía hacer el aporte, ahora se le va a dar la 
oportunidad de que baje de categoría y de esa forma pueda declarar ejercicio y seguir trabajando en la 
legalidad. 


Quiero agregar que existe otra facilidad en cuanto a los gravámenes previstos en el artículo 71 de la Ley 
Orgánica de la Caja, que son los aportes indirectos, el otro tipo de aporte que percibe la Caja, tal como ocurre 
con el aporte patronal del BPS. Con este proyecto se da la oportunidad a muchas empresas que mantienen 
una deuda grande de que la recalculen, no por el Código Tributario sino de forma tal que puedan volcar los 
aportes a la Caja. 


Con respecto a lo que decía el señor Presidente, el último artículo del proyecto que salió de la Caja decía: "El 
Directorio de la Caja dictará la reglamentación correspondiente y será de aplicación el artículo 71 de la Ley 
N* 17.738". Cuando sale del Poder Ejecutivo, el mismo artículo dice: "El Poder Ejecutivo reglamentará las 
presentes disposiciones". Cuando sale del Senado dice: "El Poder Ejecutivo establecerá la fecha límite en la 
que podrán acogerse los beneficiarios de la presente ley". 


En nombre del Directorio quiero dejar claro que hubiéramos preferido que fuera sin plazo, pero no tenemos 
inconveniente de que se establezca un plazo para que la Caja, junto con el Poder Ejecutivo, se manejen a fin 
de que esta ley sea lo eficiente que nosotros queremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya conocíamos los antecedentes en cuanto al proyecto y a su tratamiento en el 
Senado. 


Por otro lado, es de las cosas -aunque en su momento no fueron mencionadas- que habían quedado 
pendientes cuando tratamos la reforma de la Carta Orgánica de la Caja de Profesionales. Me refiero a los ya 
famosos artículos 77 y 119 que, como ustedes saben, fueron modificados, cumpliendo con algo que había 
quedado pendiente del tratamiento de la Carta Orgánica. 


Sobre este proyecto hay un antecedente no exactamente igual, aunque tiene coincidencias en el fondo. Hablo 
de un proyecto de ley -aprobado recientemente- relacionado con los adeudos al Banco de Previsión Social, 
que la Comisión y la Cámara aprobaron por unanimidad. Esta iniciativa no sólo ya es ley sino que está 
produciendo resultados que en su momento no se preveían en su dimensión, por la cantidad de personas que 
ya se han presentado ante la institución. 


El espíritu de la norma es compartible y creo que va a dar oportunidades para la regularización de situaciones 
comentadas por ustedes. 


Mi pregunta es la siguiente. Entiendo perfectamente bien que quien tiene deudas -sobre todo abultadas- debe 
bajar de categoría. Aunque no está dicho expresamente, se sobreentiende que esa sería una cuestión 
voluntaria. Es una opción. Si quien tiene deudas quisiera solventarlas a partir de una determinada categoría, 
¿podría hacerlo? Lo pregunto porque aunque no se dice en el proyecto, parecería que está implícito. 


SEÑOR SUÁREZ.- Con respecto a los antecedentes, cuando se votó la Ley Orgánica de la Caja, se 
agregaron dos artículos al final que también daban la oportunidad de regularizar adeudos, pero no 
brindaba la posibilidad del cambio de categoría. 


Con respecto al cambio de categoría, el problema que había con la ley anterior era que la persona dejaba de 
pagar y cada tres años subía igualmente de categoría. De esta manera, la deuda iba creciendo y se hacía muy 
abultada. Ahora, la nueva ley dice que la persona que tenga un año o más de atraso no cambia de categoría. 
Esto quiere decir que la persona con deuda va a seguir en una línea horizontal. 


En cuanto a la pregunta del señor Presidente, debo decir que se van a dar todas las oportunidades. Cualquier 
persona puede decir: "Yo quiero que se me calcule la deuda hasta el día de hoy en segunda categoría", y 
tendrá derecho a jubilarse en segunda categoría. Si otra persona plantea: "Yo quiero que se me calculen seis 
años en segunda categoría, para después ir ascendiendo", va a pagar por la deuda que generó durante este 
tiempo para después continuar con su carrera dentro de la Caja. 


Pensamos que de esta forma se da al afiliado una gama grande de posibilidades para elegir y que no se vean 
perjudicadas ninguna de las dos partes: ni la Caja, ni el afiliado. 


SEÑOR HERBERT.- O sea que puede haber elecciones u opciones combinadas, como dijo el doctor 
Suárez. Esto se puede hacer porque el porcentaje de deudores en estas condiciones es bajo. Queremos 
que la situación se regularice de tal forma que en el futuro podamos controlar mejor esta cuestión. 
Hablamos de entre un 5% a un 7%, y en ese porcentaje hay gente que falleció, se fue del país, no se 
dedica a su profesión, etcétera. 


Como bien aclaró el doctor Suárez, esto da la posibilidad de cobrar aportes indirectos que hace mucho tiempo 
que están en la indefinición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes hablaron de 32.000 aportantes en este momento y de una buena 
relación entre activos y pasivos, que para cualquier institución de seguridad social es un aspecto clave. 
¿Cuántos son los pasivos? 


SEÑOR SUÁREZ.- La relación entre activo y pasivo, en este momento, es de 3,4; es una relación 
buena. El aumento de esta relación se da porque la Ley Orgánica votó el ingreso de nuevas profesiones 
a la Caja Profesional. Se trata de una serie de profesiones que no existían hace cincuenta años cuando 
se creó la Caja y que con el correr de los años -sobre todo los últimos- han ido apareciendo. Existen 
profesiones que no tienen un núcleo grande de profesionales para afiliar. El 31 de agosto venció el plazo 
y se afiliaron aproximadamente cuatro mil profesionales. El problema es que de esta gente alrededor 
de mil personas cuentan con declaración para el ejercicio y el resto no. Debemos tener en cuenta que 
hay muchos profesionales que no ejercen libremente, como transfusionistas, anestesistas, etcétera. Es 
imposible que hagan un ejercicio libre de su profesión porque tienen dependencia del BPS en sus 
aportes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Eso llevaría la cifra de pasivos a alrededor de ocho mil? 
SEÑOR SUÁREZ.- Alrededor de diez mil. 
SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Damos la bienvenida al Directorio de la Caja de Profesionales. 


Adelanto mi visión favorable y mi actitud proclive a la aprobación de este proyecto de ley que viene con 
media sanción del Senado. Creo que es un instrumento positivo y las razones que han invocado el señor 
Presidente y el señor Secretario del Directorio nos hacen actuar con mayor tranquilidad y certeza. Como en 
este preciso instante tomamos contacto -por lo menos yo- con este proyecto que viene del Senado y lo 
estamos analizando sobre la marcha en la medida en que vamos escuchando las explicaciones, hay algunos 
aspectos que pueden resultar obvios y sobreentendidos pero que yo quiero consultar. 


En primer lugar, no me queda claro desde el punto de vista del financiamiento o de la refinanciación de los 
adeudos, cuáles son los plazos que se están manejando. Presumo que están contenidos o resueltos en la 
invocación que se hace del artículo 127 de la ley de 2004; si no es así, pido que se me informe. 


En segundo término, con relación a un aspecto que sobrevoló en el análisis hasta este momento, me 
interesaría saber -si es que está el dato más o menos establecido- de los treinta y dos mil afiliados que registra 


en la actualidad el padrón de la Caja, cuántos efectivamente son morosos y en qué condiciones están. Me 
gustaría tener un panorama un poco más completo de la situación de morosidad que está enfrentando en este 
momento la Caja. Presumo que alguna significación tiene; por algo estamos estudiando este proyecto de ley. 


En tercer lugar, quisiera dar un paso más. Aquí se ha hablado del símil entre este proyecto de ley y la ley que 
también acompañamos gustosamente y que sin duda -como decía el Presidente- está arrojando resultados 
positivos que se vinculan con el régimen de seguridad social administrado por el BPS. Es verdad que en esa 
ley del BPS se establecieron mecanismos no sólo transitorios sino permanentes de refinanciación. Quizá sea 
un poco audaz lo que estoy planteando, pero me gustaría conocer la visión de la Caja a los efectos de saber en 
qué medida sería interesante para el organismo -con el acotamiento debido y en función de que estaríamos en 
el plano de la delegación legislativa- contar con determinados mecanismos de refinanciación un poco más 
estables y no necesariamente que frente a una nueva situación emergente de estas características tuvieran que 
venir a requerir la aprobación legislativa, con la iniciativa del Poder Ejecutivo, y con todas las complejidades 
del proceso legislativo. 


Lo digo porque, entre otras cosas, en el plano de la desregulación, de la descentralización y el dejar actuar, en 
éste como en todos los temas, en principio, tengo una actitud de confianza en los que administran, lo que no 
quiere decir que no los controlemos. No estoy hablando de la Caja, sino en general. Me parece que, en 
muchos aspectos, el país debería ir a un sistema cada vez más de control de gestión que de control previo. Por 
eso también lo menciono. 


Esas eran las consultas que queríamos formular. 


SEÑOR SUÁREZ..- El artículo 127 dice que compete al Directorio establecer regímenes de cancelación 
de adeudos generados por aportes que aseguren convenientemente los servicios de amortización e 
interés y la actualización del monto adeudado. Está claro. Nosotros pensamos que se da algo muy 
particular, porque cada afiliado podrá venir a la Caja y pedir veinte visiones diferentes de su deuda. 
Después del cálculo, se verá cómo se le dan las facilidades. Lo importante es que el afiliado entrará a 
aportar nuevamente y no se sentirá excluido del sistema. 


Ahora bien, con respecto a la segunda pregunta del señor Diputado, recalco que este proyecto de ley va 
dirigido no solamente a los morosos sino también a una gran cantidad de afiliados con declaración de no 
ejercicio. Inclusive, hay afiliados con declaración de ejercicio que subieron de categoría hace un año y que en 
este momento se sienten apretados, pero la posibilidad de pasar, por ejemplo, de séptima a quinta categoría le 
da oxígeno para continuar en su actividad. 


Reitero: más que nada, esto va dirigido a los profesionales con declaración de ejercicio. Siempre tuve la 
impresión de que la Caja va a tener más aportantes efectivos con una ley de éstas que con la ley de las nuevas 
profesiones. 


SEÑOR HERBERT.- Trataré de contestar la última pregunta. Por supuesto, es un tema muy opinable. 
La Ley Orgánica introduce una protección del sistema entero aplicando el Código Tributario a los 
aportes debidos. Creo que no es una mala solución porque todo el sistema es constitucional y merece el 
respaldo más importante de la legislación y de toda la actividad administradora de la Caja. De manera 
debe quedar claro que la solidaridad que está implícita en un sistema de seguridad social tiene que 
estar amparada de tal forma que el afiliado, en principio, no modifique por sí el criterio. 


Si se establece -lo hemos pensado- un sistema especial permanente, el afiliado podría utilizar ese criterio, y a 
su propia opción, decidir que no paga durante dos años -por ejemplo, un arquitecto que después de hacer una 
obra pasa dos años sin trabajar- y después, cuando tiene dinero, hace los aportes correspondientes, porque lo 
que va a pagar es el capital actualizado con los intereses compensatorios que, más o menos, es lo mismo 
financieramente hablando. 


Podría ser algo relativamente justo, pero no se puede admitir porque la Caja ha elegido un sistema por el cual 
los aportes son necesarios mes a mes y no puede quedar al arbitrio de los afiliados cuándo van a aportar. De 
modo que esa protección que se da al derecho de percibir aportes a través de la aplicación del Código 
Tributario no es mala, es buena. Ahora, cuidado, porque si el afiliado se atrasa le caen con todo el Código. 


Es difícil aplicar el Código Tributario. Cuando el afiliado se presenta -luego de años de estar en deuda, 
porque su situación ha mejorado- con una cantidad de dinero sustancial para pagar, el Directorio aplica el 
artículo que mencionaba el doctor Suárez, y en esas condiciones, por algunas cuestiones y posibilidades 
técnicas que le da la facultad de transar -algo que ya estaba estudiado por Cassinelli Muñoz-, suele no aplicar 
el Código Tributario. Inclusive, ha hecho una pequeña jurisprudencia durante este año, estableciendo criterios 
generales para que el afiliado pueda ponerse a rueda. Pero reitero que el principio de que el aporte sea 
protegido por el Código Tributario no está mal 


A su vez, hay una comisión dentro de la Comisión Asesora que está estudiando la posibilidad de una 
flexibilización de aportes en el sentido que decía anteriormente: que hay profesionales universitarios que 
trabajan muy bien durante determinados períodos y en otros no, como es el caso de los arquitectos. Están 
estudiando esa posibilidad, pero se necesita cálculos actuariales que no están hechos. Los cálculos actuariales 
que aplicamos ahora son para recibir la contribución mensual, no podemos dejar eso al arbitrio de cada 
afiliado. Para llegar a una flexibilización en ese aspecto se requerirían estudios mucho más profundos que 
demandarían tiempo. 


Por esa razón preferimos tratar cada caso particular. Entonces, teniendo en cuenta este porcentaje -entre 5% y 
7% de los 32.000 afiliados-, la necesidad de depurar el padrón, y una cantidad de factores, la Caja le pide al 
Poder Legislativo una ley de esta naturaleza. Es una especie de autocontrol para no caer en la especulación. 
Reitero: creo que está bien la protección del Código Tributario, pero también hacemos bien en considerar al 
afiliado que quiere ponerse al día con un criterio razonable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo hacer un breve comentario sobre legislación comparada. Hoy 
hablábamos de la recientemente aprobada ley para los deudores del Banco de Previsión Social en 
comparación con este proyecto. No tengo el ánimo de polemizar con el señor Diputado Abdala, pero 
quisiera aclarar por qué me parece razonable que en este caso se ponga un plazo y en el otro no. 


Con respecto al Banco de Previsión Social, los deudores estaban compelidos por el hecho de que -como 
sucedía muchas veces- si no accedían a este convenio, seguían operando los juicios que tenían planteados por 
apropiación indebida, al haber retenido los aportes descontados a los trabajadores. Entonces, no importaba 
tanto el plazo sino esa circunstancia de un convenio, que fue uno de los motivos que generó la afluencia 
impensada, en su momento, de deudores ante el Banco de Previsión Social para acceder a los planes de 
refinanciación. Y en este caso de la Caja de Jubilaciones Profesionales que estamos comentando hoy, me 
parece importante fijar plazos, siempre que no sean exiguos -eso se puede expresar en un eventual informe-, 
porque implica una disposición a término. En consecuencia, opera en favor del apresuramiento del afiliado en 
la regularización de su situación. Si la disposición no estableciera un plazo, entraríamos en una situación de 
cierta rutina -como la que ya viene planteada- y la tarea de reenganche sería más dificultosa. 


SEÑOR HERBERT.- De todas maneras, yo supongo que el plazo se va a negociar con el Poder 
Ejecutivo. Lo que no se arregla en un año, difícilmente se arregle después. No es que el Directorio de la 
Caja tuviera especial predilección con eso; más bien se pensó en actuar sin ese complejo que a veces 
tiene la Caja de que una inspección visita a un profesional que está ejerciendo, hace la liquidación y le 
dice: "Usted debe $ 1:235.000" y el profesional tiene que llamar a la Unidad Coronaria Móvil. En esta 
forma se puede decir: "Usted debe $ 1:235.000, pero no se preocupe que tiene una posibilidad". 


Estamos de acuerdo en que si el afiliado no regulariza en un plazo bastante laxo es porque no tiene interés. El 
plazo debe ser laxo porque la Caja aún no ha ajustado los instrumentos de fiscalización y no sabe cuánto 
tiempo eso puede llevar; yo supongo que tendremos que esperar hasta el año que viene para negociarlos bien. 


De manera que no hay problema porque se va a negociar con el Poder Ejecutivo que está interesado en eso. 
Por ejemplo, la DGI quiere tener una interrelación con el BPS, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios y las otras Cajas paraestatales. Eso seguramente se negociará en su momento. 


SEÑOR SUÁREZ.- Aquí se dispone que el Poder Ejecutivo establecerá la fecha límite, y quiero aclarar 
que el Directorio de la Caja está integrado por dos miembros que representan al Poder Ejecutivo y que 
están compenetrados con el espíritu de esta ley. Por lo tanto, creemos que no habrá inconveniente en la 
fijación de la fecha. 


Lo que más nos importa no es la fecha que se fije para el término de la ley sino para su entrada en vigor, que 
es la que nos está apurando. Nosotros tenemos muchos profesionales a la espera de la aprobación de esta ley 
para reenganchar y seguir aportando. También nosotros hemos sido culpables en el sentido de que les hemos 
dado esperanzas de que la ley iba a ser aprobada. Entonces, tanto en el Senado como aquí hemos estado 
insistiendo en la premura para la aprobación de esta ley a fin de salir de todo esto. 


SEÑOR HERBERT.- Como en un momento se pensó en incluir en la Ley de Presupuesto del año 
pasado una norma para la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios y para el 
BPS -que luego no se concretó-, durante todo este año estuvimos en una situación de indefinición. 
Tenemos juicios que no se siguen a la espera de esta ley, profesionales que están esperando; es 
necesario terminar con la situación de incertidumbre. 


En lo que va del año, que son nueve meses, el Directorio ha resuelto no iniciar juicios. Si iniciamos un juicio 
y la persona viene a pagar, ¿qué le cobramos? Sabiendo que esta ley se está estudiando en el Poder Ejecutivo, 
¿qué le cobramos? Le vamos a cobrar una cantidad de dinero que le va a causar un mal, le va a impedir 
acogerse a los beneficios de la ley, y eso no es justo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. Tengan la tranquilidad de que 
vamos a tratar este proyecto de ley lo más rápido posible. 


Se interrumpe la toma de la versión taquigráfica. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


